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Ilmo. Sr. Sub1>€cretario de Hacienda.

conHECCION de errata.s de la Orden de 19 de
octubre de 1972 por la que se da cumplimiento a la
sentencia dictada por el TribunaL S!lpremo en el
recurso contencioso·administrativo número 18,576,
interpuesto por ~Cartonaies Sentelles, S. A ... , de
Barcelona. contra acuerdo del Tribunal Económico~

Administrativo Central ele 30 de abril de 1970.

RESOLUCION del Servicio Nacional de Loterias
por la que se admite a trámite la solicitud for­
mula:ia por ta Federación Española Galguera para
el pago en régimen de Co~venio de la tasa sobre
apues!as (artículo 222 de la Ley 4111964J.

Vista la ~olicitud deducida por las Empresas explotadoras
de canódromos encuadradas en la Federación Española Gal-

Padecido error en la inserción de la citada Orden. publicada
en el ",Boletin Oficial del Estado .. número 51. de fecha 28 do
febrero de 1973. se transcribe a continuación la oportuna rec­
tificación:

En la página ;-1995, primera columna, párrafo primero, línea
tercera, donde dice: u ••• contra acuerdo del Tribunal Conten­
cioso~Adminh5trativoCentral...». debe decir; .... contra acuerdo
del Tribunal Económico-Administrativo Central ..".

HAClENDA

FRANcrsco FRANCO

DEMINISTERIO

de la ejecución del fallo civil. sino que lo que hace es pedjr
al Juzgado que se inhiba en favor de la Administración «abste·
niéndose de conocer en el asunto... en cuanto afecto al dospla·
zamiento y destino de la coleccíón de obras de arte existentes
en el palacío,,_ Aparte de que una tal cuesti6n previa no ile~

varía, comO pretende el requirente, a que el Juez se austuviese
de conocer en el asunto, sino sólo a suspender su actuaci6n
por un tiempo máximo de seis meses, mientras se resuelve la
cuestión administrativa, sarvo el caso de que la decisión de
ésta envolviera falta de legitimidad en el procedimient.o, que es
claro que aquí no se da.

De conformidad con lo consultado por el Consejo de Estado
en Pleno. por mayoría, y de acuerdo evo el Consejo de Minis­
tros en su reunión celebrada el día nueve de febrero de mil
novecientos setenta y tres.

Vengo en decidir la presente cuestión de competencía en fa­
vor del Juez Municipal número dos de Sevilla, sin periuicio
de que se respeten todas jetS normas establecidas para la defensa
del pat.rimonio artístico.

Asi lo dispongo por el pn-,scn te Decret.o. dado en M3drd
u ocho de marzo de mil novecientos setenta y tres.

ORDEN de 1 de marzo de 191'3 por la qu.e Se trans­
fierBn los bcncfícios fisca.fes concc:1i1os en 15 de
febrero de 1971 a la Empresa Munuel Lago Gómez
a la Empresa "Transportes La.go, S. A.».

Ilmo. Sr.; Vista la R{,solución del Ministerio de Industria
de lecha 12 de mayo de 1971 por la que a petición formulada
por don Manuel Laf',o Gómez ':'8 accedt a la subrogación de los
beneficios y obligaciones dimanante" de la Resolución del citado
Dep.urtumeuto de 20 de octubre de 1970 a favor de la Emryresa
.Transportes Lago, S. A.», en ¡elación con la industria de cua­
tro camiones frigorificos y cuatro tractOi..es con semí:-remolques
incluída en el grupo 5. 0 apartado al. «Transportes frigotificos
interzonas", del Decreto 2419/1968, de 20 de beptiembre.

y teniendo en cuenta que por Orden de este Ministerio de
fecha 15 de febrero de 1971, publicada en el «:~olC'tín Oficial
del Estado.. del día 27 del mismo mes, se concedieron los be­
neficios de carácter fiscal a la Empresa 1\.1anuel Lago GÓrnez.
cuya sub~gación se interesa,

Este Ministerio, de conformidad cqp. l~s disposiciones vigen­
tes y de acuerdo con el de industria tiene a bien trasferir
los beneficios fiscales concedidos en la Orden de 15 de febrero
de 1971 antes citada, a la Empresa ..Transportes Lago, S. A.",
los cuales 1>e entenderán otorgados a todos los efectos en su lu­
gar y con la misma duración y finalidad, debiendo asumir asi·
mismo dicha Empresa las obligaciones establecidas por la vi­
gente legislación sobre la materia.

Lo que comunico a V. 1. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I. muchos añús.
Madrid, 1 de marzo de 1973.-P. D., el Subsecretario, Juan

Rovira Ta;-azona.

de julio de mil novecientos cincuenta y siete), aun cuando hu-'
biesa sido aplicable, únicamente hubiera supuesto la condición
de monumento histórico~artístico del inmueble propiedad de la
arrendadora y la mención de la existencia allí de una colección
de obras de arte propiedad de la arrendataria incluida en el
inventario del Patrimonio Artístico Nacional, y no hubiora re­
sultado suficiente para constituir -una unión jurídica entre am>
bos elementos el inmueble y los muebles albergados en él. sien·
do sólo la referencia a una situación de hecho que no hay incon­
veniente en cambiar, con los debidos cuidados, y que de ningún
modo puede afectar al inmueble, cuyo arrendamiento ya ha
cesado.

Cuarto. Considerando: Que el artículo cuarto del Real Decroto­
ley de nueve de agosto de mil novecientos veintiséis (aunque
pueda admitirse que sigue siendo aplicable por la disposición
general del tercer artículo adicional de la Ley de trece de mayo
de mil novecientos treinta y tres), lo que hace es dar la con­
dición de inmuebles, a los efectos prevenidos en su texto (porque
en el artículo segundo del mismo es a los inmuebles a quienes
se refiere el Real Decreto-ley), a aquellos elementos que puedan
considerarse consustanciales con los edificios y formen parte de
los mismos o de su exorno, o la hayan formado, con lo cual
sin duda toca solamente a los elementos actualmente incorpo­
rados o que estuvieren incorporados en algún tiempo al inmue­
ble mismo. formando parte integrante de su esencia monumen­
tal y no a unos_ objetos muebles. por valiosos q uc soan, cuya
relación jurídica y física con la casa en que están es únicamen­
te la de encontrarse dentro de ella. y menos en este caso, en
que al encontrarse en esa casa es sólo desde hace pocos anos y
únicamente mientras estuvo la casa a disposición dol dueño de
tales objetos por tenerla durante ese tiempo arrendada.

Quinto. Considerando: Que el articulo tercero de la Ley de
trece de mayo de mil novecientos treinta y tres, reguladora en
la actualidad del Patrimonio Artístico, no incluye entre las fun­
ciones qUe encomienda a la Dírección General de DelIas Artes
para la defensa, conservación y, crecimiento de dicho Patrimonio
(catálogos d( monumentos inmuebles, conjuntos urbanos y pa·
rajes pintorescos, conservación de monumentos antiguos puestos
bajo su vigilancia, reglamentación de exportaciones, excavacio­
nes, museos, inventaría). nada que suponga efectivamente la
atribución a dicha Dirección General de competencia para que
deje de ejecutarse una sentencia firme, sino, a ló más, velar
porque el traslado de objetos que supone su cumplimiento
se haga en condiciones de seguridad, perfectamente compatible
con la actuaci6n ejecutiva del Juzgado, además de que en el
articulado de su titulo IIJ, que es el que se refiere- a los objetos
muebles que forman parte de tal Patrimonio, no aparece tampoco
nada semejante, sino que, por el contrario, el artículo ochenta
y uno del Reglamento de dieCiséis de abril de mil novecientos
treínta y seis para la aplicación de esta Ley, que es el que se
rehere exactamente a los objetos que puedan sufrir peligro de
destrucción o pérdida, el remedio que prescribe es el de que
sean incautarlos temporalmente y depositados en un museo hasta
que, cesadas las circunstancias que motivaron la decisión, el
poseedor pueda reclamar lo incautado, lo cual resulta perfecta~

mente aplicable en el caso presente y no supone interferencia
en la competencia judicial y es cosa muy distinta de lo que aquí
se ha pretendido; habiéndose dispuesto de tiempo sobrado para
realizar el traslado con toda la vigilancia precisa de la Admi­
nistración y con todas las garantías técnicas convenientes para
la defensa y conservación de tales objetos en los casi cinco años
que lleva 'la sentencia finne sin ejecutarse.

Sexto. Considerando: Que todo ello conduce a la conclusión
de que no hay precepto expreso que atribuya a la. competencía
de la Direccíón General de Bellas Artes la ejecución de las sen­
tencias judicíales de desahucio, aunque el inmueble sea monu·
menLo histórico-artístico o existan dentro de él objetos inven­
tariados en el Patrimonio Artístico Nacional.

Séptimo. Considerando: Que, además de todo ello, en cuanto
8 la afirmaci6n de que el Decreto de veintisiete de jw1io de
mil novecientos sesenta y ocho, invocado como un fundamento
del requerimiento de inhibici6n es s610 un acto administrativo
concreto. puede, en efecto, reconocerse que, si es tal, no nece­
sUa de publicaCión, pero hay que admitir al mismo tiempo que,
siendo así, no puede considerarsele como una de esas disposicio­
nes expresas que suponen un carácter general, a que se refiere
el párrafo primero del articulo noveno de la Ley de Conflictos
Jurisdiccionales. puesto que si· es sólo 'una resolución adminis­
trativa y no una dispósición de carácter general {conceptos dis~

tinguidos, por ejemplo, en los artículos cien to trece y ciento vein­
te y ciento veintinueve de la Ley de Procedimiento Administra~

tivo) , está claro que no se trata aquí de una disposición que
pueda servir d~ base a un requerimiento de inhibición; y en
cuanto a la eXIstencia de una cuestión previa de carácter ad~

mFlistrativo que ha de ser resuelta antes de la ejecución del
falJ0 judicial civil, de haberse alegado por el requirente hubiera
tropezado con la prohibición del artículo quince de la Ley de
Con;'L.ctos Jurisdiciconales, que sólo permite invocar cuestiones
previas administrativas en los Juicios criminales y -únicamente
a~np~radas en textos expresos, no puede des<:;onocerse que los
t?rnlinOS concretos del requerimiento de inhjbici6n son los que
f~Jal: la natu;H~.l~z~X el alcance de la contienda y que el reque­
nmWl1to de 1ll1ll:';JClon que el Gobernador Civll de Sevilla dirigi6
al Juez Munici~~ll número dos de aquella población en tnce de
julio de mil novecientos sesenta·y ocho no invoca ni menciona
la existencia de una cuestión previa que dcha resolverse antes


